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		ABREVIATURAS


		AGE: Administración General del Estado


		CE: Comunidades Europeas o Constitución Española de 1978, según el contexto.


		CEC: Centro de Estudios Constitucionales. Hoy Centro de Estudios Políticos y Constitucionales


		CEE: Comunidad Económica Europea


		CENDOJ: Centro de Documentación Judicial y base de datos de jurisprudencia del Tribunal Supremo de dicho centro.


		Cdo.: Considerando. Se utiliza en las sentencias y demás resoluciones judiciales antiguas para referirse a los fundamentos de Derecho.


		DA: Revista Documentación Administrativa. Instituto Nacional de Administración Pública.


		FJ: Fundamento Jurídico.


		IEA: Instituto de Estudios Administrativos, antecedente del INAP.


		IEAL: Instituto de Estudios de Administración Local, integrado hoy en el INAP.


		INAP: Instituto Nacional de Administración Pública.


		JT: Repertorio Aranzadi de jurisprudencia tributaria.


		JUR: Repertorio de jurisprudencia Aranzadi.


		LBRL: Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las bases de régimen local.


		LCS: Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del Sector.


		LEF: Ley de 16 de diciembre de 1954, de Expropiación Forzosa.


		LGP: Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria.


		LGT: Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria.


		LJCA: Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción de lo Contencioso-Administrativo.


		LOFAGE: Ley 6/1997, de 14 de abril, de organización y funcionamiento de la Administración General del Estado.


		LOPJ: Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial.


		LOREG: Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, de Régimen Electoral General.


		LOTC: Ley Orgánica 2/1979, de 3 de octubre.


		LPA: Ley de Procedimiento Administrativo de 17 de julio de 1958.


		LPAP: Ley 33/2003, de 3 de noviembre, de Patrimonio de las Administraciones Públicas.


		RAP: Reclamación administrativa previa (a la vía civil o a la vía laboral). En el contexto de citas, Revista de Administración Pública. Centro de Estudios Políticos y Constitucionales.


		RD: Real Decreto.


		RDL: Real Decreto-Ley.


		RDLeg.: Real Decreto Legislativo.


		REDA: Civitas, Revista Española de Derecho Administrativo. Ed. Thomson-Civitas.


		RJ: Repertorio de Jurisprudencia del Tribunal Supremo Aranzadi.


		RJCA: Repertorio de Jurisprudencia Aranzadi de Audiencias Provinciales y Tribunales Superiores de Justicia.


		ROJ: Número de registro para búsqueda de sentencias en las bases de datos del CENDOJ.


		RVAP: Revista Vasca de Administración Pública.


		SCA: Sala de lo Contencioso-Administrativo.


		STC: Sentencia del Tribunal Constitucional de España.


		STJE: Sentencia del Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas.


		STS: Sentencia del Tribunal Supremo de España


		STSJ: Sentencia del Tribunal Superior de Justicia


		TC: Tribunal Constitucional de España


		TJCE: Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas y base de datos Aranzadi de jurisprudencia del Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas.


		TRLRL: Texto Refundido de las disposiciones legales vigentes en materia de régimen local, aprobado por Real Decreto Legislativo 781/1986, de 18 de abril.


		TSJ: Tribunal Superior de Justicia (existente en las comunidades autónomas españolas).


		TSJCV: Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Autónoma Valenciana.


		TS: Tribunal Supremo de España


		UE: Unión Europea
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		PRESENTACIÓN


		El presente libro tiene por objeto la 2ª parte de la asignatura Derecho Administrativo I y está dirigido especialmente a los estudiantes del grado de Derecho, aunque también puede ser utilizado por los de otros grados que incluyen tal asignatura, como es el caso del propio de Ciencias Políticas y Gestión Pública. 


		La decisión de su publicación obedece principalmente a las innovaciones introducidas en los nuevos planes de estudio del Grado de Derecho enmarcados dentro del denominado proceso de Bolonia, que afectan a su enseñanza. 


		Por una parte, se han reducido ostensiblemente las horas de docencia presencial de los profesores universitarios (en términos generales, un 20 %, al pasar su duración total de 5 a 4 años). 


		Por otra parte, asignaturas situadas en cursos más avanzados en los planes de estudio clásicos (como las asignaturas de Derecho Administrativo I y Derecho Administrativo II, que se encontraban en tercer y cuarto curso, respectivamente, en el plan de estudios de Derecho de 1953) se han situado ahora en los primeros cursos del Grado, lo que dificulta notoriamente su asimilación por los alumnos.


		Y, por otra, se propone la reducción de las clases magistrales como método docente en favor de otros métodos basados en mayor medida en el auto-aprendizaje de los alumnos. 


		En el contexto anterior, el profesorado universitario que no tenía publicado un manual propio recomendaba, generalmente, el uso de los manuales publicados por sus maestros y de aquellos que mejor conectaban con su línea docente, e impartía su docencia con dicho apoyo y con expresión de los contenidos que había asimilado personalmente a lo largo de su trayectoria académica, por la lógica de su propio desarrollo docente e investigador y porque tampoco tenía mucho sentido (ni ha estado bien visto nunca) caer en el automatismo de la remisión íntegra a los manuales citados.


		En el contexto actual, si el sistema ha reducido el tiempo de la comunicación directa de los contenidos docentes propios y ajenos, además de seguir recomendando la bibliografía a emplear por los alumnos en su fase de auto-aprendizaje, cobra importancia la oportunidad (e incluso la necesidad) de facilitar por escrito los contenidos propios, porque ello redunda, igualmente, en beneficio de los alumnos, que pueden acceder con mayor facilidad y seguridad a dichos materiales, ante la superior dificultad indicada, derivada del adelanto de asignaturas tradicionalmente situadas en cursos más avanzados. 


		Por eso, hemos acometido la redacción y publicación del presente trabajo en espera de que cubra los objetivos propuestos.


		La finalidad docente es manifiesta en el modo de exposición, con búsqueda de un lenguaje más dirigido a los alumnos que a la comunidad científica del área de conocimiento y con inclusión de mecanismos propios de los esquemas (numeraciones, letras y guiones en la separación de párrafos y apartados) y de ejemplos significativos, a ser posible, extraídos de casos reales plasmados en sentencias. 


		Pero, en íntima ilación con esto último y con el deseo, presente en todas nuestras publicaciones, de la aplicación práctica de la teoría expuesta, hemos intentado consignar sentencias características, en los diversos apartados, que el alumno no tiene que memorizar ahora (salvo casos contados), pero que puede utilizar, actualmente, para la parte de su aprendizaje y entrenamiento práctico correlativo al teórico e, incluso, más adelante, en el comienzo de su praxis profesional. 


		Por ello, quizá, este material también pueda ser aprovechado, igualmente, por aquellos profesionales que necesiten repasar la asignatura y acceder de un modo rápido a referencias jurisprudenciales de los distintos temas incluidos en el libro, como también aportan gran parte de los manuales (y no sólo tratados) citados como Bibliografía General en estas Lecciones.


    


  

    

		LECCIÓN 1
EL ACTO ADMINISTRATIVO


		I.- Introducción. II.- El concepto de acto administrativo y sus caracteres básicos. III.- Elementos del acto administrativo: sujeto, objeto, fin y forma. IV.- Clases de actos administrativos: A) Actos favorables y actos de gravamen. B) Actos que ponen fin al procedimiento administrativo (actos resolutorios o resoluciones) y actos que no ponen fin al procedimiento (actos de trámite). Actos definitivos. C) Actos que ponen fin a la vía administrativa (que causan estado en la misma), frente a actos que no ponen fin a la vía administrativa. D) Actos consentidos; actos firmes; actos reproducción de otros anteriores definitivos y firmes; y actos confirmatorios de acuerdos consentidos. E) Actos reglados y actos discrecionales. F) Actos individuales o singulares; plurales o generales; y plúrimos. G) Actos expresos; actos implícitos o tácitos; actos presuntos (en virtud de silencio administrativo positivo); y mera presunción de denegación de solicitudes (en virtud de silencio administrativo negativo). V.- El silencio administrativo.- VI.- La caducidad del procedimiento.


		I.- Introducción


		 Para aproximarnos al concepto de acto administrativo, debemos tener presente una serie de distinciones previas.


		 A) La distinción entre actos jurídicos y hechos jurídicos, por un lado, y la diferencia entre actos jurídicos en sentido estricto y negocios jurídicos, por otro, que se estudian en Teoría General del Derecho.


		 Como nos explican L. DÍEZ PICAZO y A. GULLÓN BALLESTEROS, tanto los actos jurídicos en sentido amplio como los hechos jurídicos producen consecuencias jurídicas, pero los primeros están basados en la conciencia y voluntad humanas, a diferencia de los segundos.


		 Y, dentro de los actos jurídicos en sentido amplio, se distingue entre actos jurídicos en sentido estricto y negocios jurídicos. Los primeros son aquellos en los que las consecuencias jurídicas están predeterminadas por el Ordenamiento jurídico, sin que pueda configurar su regulación el actor, y los segundos son aquellos otros en los que los actores configuran su regulación, autorregulan sus propios intereses, establecen sus propias normas de conducta.


		 B) La actividad jurídica frente a la actividad material o técnica.


		 La primera produce efectos jurídicos por sí misma y la segunda, no. La primera comporta la innovación o conservación de situaciones jurídicas por su simple emanación. La segunda, no.


		 Un ejemplo bastante claro de la distinción lo encontramos en las actividades realizadas por los profesores de enseñanzas oficiales en España. Ejercen actividad jurídica cuando emiten calificaciones académicas, mientras que llevan a cabo una actividad material o técnica cuando simplemente imparten docencia, en sus clases.


		 Siguiendo a E. GARCÍA DE ENTERRÍA y TOMÁS-RAMÓN FERNÁNDEZ, podemos destacar que la actividad material o técnica se caracteriza por los siguientes aspectos: 1) no produce efectos jurídicos por sí misma, no innova o modifica situaciones jurídicas; 2) consiste básicamente en gestionar; 3) está sometida a las reglas de la técnica (regulae artis) y no a postulados jurídicos; 4) aparece enmarcada por la actividad jurídica que la precede (por ejemplo, ordenación de las enseñanzas y aprobación de planes de estudios), la subsigue (emisión de calificaciones académicas y expedición de títulos académicos a los alumnos) y la acompaña (actos de admisión, matrículas en centros oficiales, actos de apertura o cierre de servicios); y 5) es imputable directamente al personal de la Administración que la realiza, a título personal, si bien la Administración organiza, ordena y dirige, por un lado, y se apropia de sus frutos resultados, por otro. Y, por eso, es susceptible de generar responsabilidad patrimonial de la Administración, en tanto tal actividad se integre en la organización administrativa.


		 C) La actividad unilateral frente a la actividad bilateral o multilateral.


		 En la unilateral, priman las declaraciones intelectuales de una sola Administración Pública y, si inciden también declaraciones intelectuales de otros sujetos (por ejemplo, la solicitud de un particular que inicia un procedimiento a instancia de parte o las alegaciones de éste en cualquier otro procedimiento, no es obra conjunta de todos ellos, ni se produce un vínculo entre aquélla y los mismos. Por el contrario, en la actividad multilateral confluyen declaraciones intelectuales, ya sean de varias Administraciones Públicas, ya sean de estas y de ciudadanos, pero que, como destacan E. García de Enterría y Tomás-Ramón Fernández, son obra conjunta de los mismos y generan un vínculo determinado entre ellos. Manifestaciones de la actividad unilateral son los actos administrativos en sentido estricto (los sometidos al Derecho Administrativo, como veremos) y los actos privados de la Administración (los sometidos al Derecho Privado). Manifestaciones de la actividad bilateral y multilateral son los contratos administrativos en sentido estricto; los contratos de la Administración sometidos al Derecho privado; los convenios interadministrativos; y los convenios de colaboración entre la Administración y los particulares.


		II.- El concepto de acto administrativo y sus caracteres básicos


		 Es un acto jurídico en sentido estricto, unilateral, consistente en una declaración intelectual de voluntad, juicio, deseo o conocimiento, emitido por una Administración pública, en ejercicio de una potestad administrativa, distinta de la potestad reglamentaria, y sometido al Derecho Administrativo y a la jurisdicción contencioso-administrativa.


		 Ya sabemos qué significa que es un acto jurídico en sentido estricto y unilateral, por lo explicado en la introducción. Quedan excluidos, por tanto, del concepto de acto administrativo los hechos jurídicos, los negocios jurídicos, la actividad material o técnica de la Administración y las manifestaciones de la actividad bilateral o multilateral de la Administración atrás citadas (contratos administrativos, etc.).


		 Se dice que la declaración intelectual en la que el acto consiste es de voluntad, en el caso de las resoluciones finales de los procedimientos (como sería el acto que otorga una autorización administrativa, como finalización del procedimiento iniciado con la solicitud de la misma), y que es de juicio, en el caso de la emisión de informes y dictámenes. Pero, en realidad, puede mantenerse que siempre que estemos ante el ejercicio de potestades regladas, los actos han de ser fruto de un juicio de aplicación del Ordenamiento jurídico a los supuestos de hecho presentados, y sólo serán fruto de la voluntad, en el caso de las propias del ejercicio de potestades discrecionales, exclusivamente en el ámbito no reglado de las mismas y con la motivación debida, pues, en un Estado de Derecho, todas las decisiones de los poderes públicos tienen que estar justificadas y no ser fruto del mero capricho de éstos.


		 La afirmación de que dichos actos emanan de una Administración pública excluye de la calificación como acto administrativo, como regla general, los actos jurídicos de los administrados (solicitudes o instancias, recursos, etc.). Pero se admiten actos administrativos provenientes de los particulares cuando actúan por delegación de una Administración pública, como supuesto cubierto por el artículo 20, letra b, de la LJCA. El ejemplo lo tenemos en las calificaciones académicas de enseñanzas oficiales emitidas por profesores de centros educativos privados concertados, como recoge la Sentencia de la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la antigua Audiencia Territorial de Valencia 291/1986, de 22 de abril, y admite la STS de 31 de octubre de 1988 (RJ 1988\8349), que resuelve el recurso de apelación frente a ella.


		 Igualmente, la necesidad de procedencia de una Administración pública rechaza la admisión de actos administrativos procedentes de órganos no incardinados en las Administraciones públicas, sino en otros poderes públicos estatales o autonómicos (por ejemplo, de los órganos de gobierno de las Cortes Generales o de las Asambleas legislativas de las Comunidades Autónomas, del Tribunal Constitucional o del Consejo General del Poder Judicial).


		 No obstante, existen actos de esos otros poderes públicos sometidos al Derecho Administrativo y a la jurisdicción contencioso-administrativa, como son aquellos procedentes de tales poderes públicos producidos en materia de personal, por ejemplo. Para un sector doctrinal, son también actos administrativos (como manifestación de una concepción objetiva de la Administración pública y del Derecho Administrativo, p. ej., para A. GUAITA MARTORELL) pero, para otro sector doctrinal (E. GARCÍA DE ENTERRÍA y TOMÁS-RAMÓN FERNÁNDEZ), no pueden considerarse actos administrativos, a pesar de lo anterior, por ser necesario que provengan de Administraciones públicas en sentido propio, y la aplicación del Derecho Administrativo y la sujeción a la jurisdicción contencioso-administrativa son simples opciones de política legislativa (justificadas en la mayor semejanza con los actos en la misma materia de las Administraciones públicas) de carácter contingente y no necesario (pues también habrían podido someterse al Derecho privado y laboral y a las jurisdicciones civil, mercantil y laboral).


		 La referencia a que los actos administrativos se producen en el ejercicio de una potestad administrativa es simplemente una consecuencia del principio de legalidad en su concepción de vinculación positiva, puesto que, en virtud de ésta, toda actuación de la Administración exige una habilitación previa del Ordenamiento jurídico.


		 La precisión de que dicha potestad administrativa no puede ser la reglamentaria viene a ser un recordatorio de la distinción de los actos administrativos, como actos de aplicación de normas, del Ordenamiento jurídico, frente a los reglamentos, como parte de esas normas, de ese Ordenamiento jurídico.


		 Y la aseveración de que los actos administrativos están sometidos al Derecho Administrativo y a la jurisdicción contencioso-administrativa es una de las notas más esenciales del concepto, que excluye claramente del mismo los actos de la Administración sometidos al Derecho Privado y a las jurisdicciones civil, mercantil y laboral. Pero se invoca, igualmente, para separar del concepto que estamos estudiando la figura de los actos políticos o de gobierno, como actos del Poder Ejecutivo no sometidos al control de la jurisdicción contencioso-administrativa. Veremos, más adelante, que, en la actualidad, estos últimos se circunscriben exclusivamente a determinados actos del Poder Ejecutivo de relación con los otros órganos constitucionales y a los actos producidos del mismo en el marco de relaciones internacionales. 


		III.- Elementos del acto administrativo


		A) Sujeto.-


		 1. Ha de ser una Administración pública que ostente la correspondiente potestad administrativa y sea titular de la respectiva competencia.


		 2. Y, dentro de dicha Administración pública, el acto debe ser dictado por el órgano de la misma titular de la pertinente competencia (art. 53.1 Ley 30/1992), según la distribución interna de competencias existentes dentro de esa Administración pública.


		 3. A su vez, la persona física titular del órgano ha de estar investida legítimamente (es decir, nombrada válidamente) y no estar incursa en causas de la abstención y recusación contempladas en el art. 28 de la Ley 30/1992. No obstante, la inserción en una de dichas causas no implica necesariamente la invalidez de los actos en los que dichas personas hayan intervenido, sino que hay que probar la relación causa-efecto entre su intervención y el contenido del acto (art. 28.3 Ley 30/1992).


		 4. En el caso de que el órgano competente sea colegiado, éste habrá de observar las normas de constitución y funcionamiento de dicho tipo de órganos. Tales normas están recogidas en el art. 22 y ss. de la Ley 30/1992 y en aquellas a las que tales preceptos se remiten, teniendo en cuenta que la STC 50/1999 ha declarado que no todos esos preceptos pueden considerarse como normas de carácter básico y que, por lo tanto, las que no lo son rigen inicialmente para la Administración General del Estado y sus entes institucionales, sin perjuicio de su carácter supletorio para el Derecho de las Comunidades Autónomas.


		 5. Y, finalmente, hay que volver a recordar que caben actos administrativos emanados de particulares cuando actúan por delegación de la Administración, como agentes o mandatarios de la misma. Caso previsto por el art. 20, letra b, de la LJCA y que tiene como ejemplo el de las calificaciones académicas de enseñanzas oficiales emitidas por profesores de centros educativos privados concertados. Recordemos nuevamente la Sentencia de la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la antigua Audiencia Territorial de Valencia 291/1986, de 22 de abril, que así lo entiende y la STS de 31 de octubre de 1988 (RJ 1988\8349), que admite tal consideración, al resolver el recurso de apelación frente a ella.


		B) Objeto.-


		 Es la declaración intelectual que el acto administrativo contiene. La misma ha de ser:


		 a) conforme con el Ordenamiento jurídico (art. 53.2 Ley 30/1992), o sea, respetuosa del principio de legalidad en sentido amplio; 


		 b) de carácter determinado (art. 53.2 Ley 30/1992); 


		 c) de contenido posible, pues son nulos de pleno derecho los actos de contenido imposible (art. 62.1, letra c, de la Ley 30/1992); y 


		 d) ser adecuada a los fines que la justifican (art. 53.2 Ley 30/1992).


		 e) Y la jurisprudencia del Tribunal Supremo también ha destacado que dicha declaración no debe estar mediatizada por los vicios en la formación de la voluntad estudiados en Derecho Civil dentro de la teoría del negocio jurídico: error, dolo, intimidación o violencia, siendo anulable en caso contrario (SSTS de 7 de enero de 1932, RJ 1932\2462; 25 de octubre de 1992, RJ 1992\8490, FJ 2.º; 11 de diciembre de 1998, RJ 1999\608, FJ 3.º; y 28 de abril de 2007, RJ 2007\4261, FJ 6.º, entre otras).


		 En cuanto a la concurrencia de indeterminación del contenido del acto, la STS de 6 de noviembre de 1981 (RJ 1981\4755, Cdo. 2.º del TS) consigna que puede ser generadora, o bien de nulidad de pleno derecho, cuando por su ambigüedad, imprecisión o ininteligibilidad sea de suyo de imposible incumplimiento y por ello considerada de contenido imposible, o bien de anulabilidad, cuando tal indeterminación esté vinculada a un defecto formal que haga el acto inidóneo para alcanzar su fin, que es su inmediata ejecutividad. Y, para dilucidar si realmente hay indeterminación de su contenido, no hay que estar a interpretaciones subjetivas, sino a datos objetivos que pongan de manifiesto que el acto es inejecutable.


		C) Fin (elemento teleológico).-


		 Ha de ser conforme con el fin genérico de toda actuación administrativa, que viene determinado por el interés público, es decir, por la satisfacción de los intereses generales (art. 103.1 CE). Pero, además de lo anterior, debe cumplir adicionalmente con el fin específico de cada tipo de acto administrativo. Este último viene marcado por el Ordenamiento jurídico en cada caso concreto. 


		 Cuando no se adecua al fin genérico o al fin específico, el acto incurre en la denominada “desviación de poder”, que determina la anulabilidad de dicho acto (art. 63.1 Ley 30/1992).


		 La “desviación de poder” (desviación de fin) aparece definida en el art. 70 LJCA como el “ejercicio de potestades administrativas para fines distintos de los fijados por el Ordenamiento jurídico”. Y la jurisprudencia del Tribunal Supremo ha matizado que ello ocurre tanto cuando la Administración persigue fines privados en lugar de públicos (incumplimiento del fin genérico), como cuando persigue fines públicos distintos de los previstos por el Ordenamiento jurídico en cada caso (incumplimiento del fin específico).


		 Un ejemplo de ello viene recogido en la STS de 31 de mayo de 1991 (RJ 1991\4383). El fin específico de la adjudicación de suelo por el IRYDA (Instituto Nacional de Reforma y Desarrollo Agrario) a un Municipio era destinarlo a huertos familiares para trabajadores agrícolas y el Pleno de su Ayuntamiento acordó su venta e invertir el importe de la misma en obras o instalaciones que beneficiasen a la generalidad de los agricultores de la zona. La citada STS, sin negar que pudiera perseguirse con ello la satisfacción de intereses generales (fin genérico), concluyó que no se cumplió con el fin específico y apreció la existencia de desviación de poder y la consiguiente declaración de nulidad del acto por vicio de anulabilidad.


		 Y otro ejemplo lo encontramos en la STS de 30 de septiembre de 2009 (RJ 2009\7357), que estimó la alegación de la demanda de concurrencia de desviación de poder, porque llegó a la conclusión de que, en un procedimiento selectivo de libre designación, la plaza en cuestión se adjudicó sin atender a la finalidad legal prevista, de atribuirla al funcionario más adecuado para su desempeño, sino para permitir que la adjudicataria volviera al Departamento del organismo convocante dirigido por su hermano (en especial, FF.JJ. 1.º, 6.º y 8.º).


		 A los efectos del control del cumplimiento del fin es importante la motivación de los actos exigida en el art. 54 de la Ley 30/1992, que examinaremos en el apartado siguiente, al analizar el elemento forma.


		D) Forma.- Podemos distinguir entre forma de producción y forma de manifestación de los actos administrativos.


		 a) La forma de producción de los actos administrativos es el procedimiento administrativo.


		 Dispone el art. 105.c de la Constitución que “la ley regulará […] el procedimiento a través del cual deben producirse los actos administrativos […]”.


		 En una Lección posterior dedicada al procedimiento administrativo (Lección 5), veremos que el mismo posee diversas características y finalidades y que, junto a su consideración como elemento formal de los actos administrativos, constituyen una condición de validez de éstos y que las infracciones procedimentales pueden dar lugar a vicios de nulidad de pleno derecho, de anulabilidad o a meras irregularidades no invalidantes.


		 b) La forma de manifestación o exteriorización de los actos administrativos. Consigna el art. 55 de la Ley 30/1992 lo siguiente a este respecto:


		 1. Los actos administrativos se producirán por escrito a menos que su naturaleza exija o permita otra forma más adecuada de expresión y constancia.


		 2. En los casos en que los órganos administrativos ejerzan su competencia de forma verbal, la constancia escrita del acto, cuando sea necesaria, se efectuará y firmará por el titular del órgano inferior o funcionario que la reciba oralmente, expresando en la comunicación del mismo la autoridad de la que procede. Si se tratara de resoluciones, el titular de la competencia deberá autorizar una relación de las que haya dictado de forma verbal, con expresión de su contenido.


		 3. Cuando deba dictarse una serie de actos administrativos de la misma naturaleza, tales como nombramientos, concesiones o licencias, podrán refundirse en un único acto, acordado por el órgano competente, que especificará las personas u otras circunstancias que individualicen los efectos del acto para cada interesado.


		 c) En relación con la forma de manifestación de los actos, merece especial mención la motivación de los mismos.


		 Ésta posee un aspecto formal, en tanto modo de exteriorización obligado de determinados actos administrativos (los enumerados en el art. 54 de la Ley 30/1992), pero también goza de una dimensión sustancial, en tanto que toda actuación de los poderes públicos (y por ello de las Administraciones públicas) en un Estado de Derecho tiene que basarse en la razón y no en el mero capricho de los gobernantes y debe obedecer a una justificación interna admisible. De lo contrario el acto estará incurso en la arbitrariedad proscrita en dicho tipo de Estado, como recoge el art. 9.3 de nuestra Constitución.


		 Puede hablarse de motivación en sentido formal para referirse a la exteriorización o explicación de las razones que han guiado al correspondiente órgano administrativo a dictar el acto administrativo de referencia. Y puede hablarse de motivación en sentido material o sustancial para aludir a las razones intrínsecas o justificación interna de dicho acto. Usualmente suele utilizarse más el término motivación para referirse al aspecto formal citado, de exteriorización de los motivos, empleándose entonces otros términos (como fundamentación objetiva) para aludir a la necesidad de que el acto cuente con una justificación interna (considerable o respetable, en términos de la STS de 13 de julio de 1984 –RJ 1984\4673, FJ 13–).


		 Los actos que, según el art. 54 de la Ley 30/1992, deben contar con motivación, con sucinta referencia de hechos y fundamentos de Derecho, en el sentido, pues, de exteriorización expresa de las razones o motivos del mismo, son los siguientes:


		1- Los actos que limiten derechos subjetivos o intereses legítimos (punto 1, letra a).


		2- Los que resuelvan procedimientos de revisión de oficio de disposiciones o actos administrativos; recursos administrativos; reclamaciones previas a la vía judicial; y procedimientos de arbitraje (punto 1, letra b).


		3- Los que se separen del criterio seguido en actuaciones precedentes (punto 1, letra c, primer inciso).


		4- Los que se separen del dictamen de órganos consultivos (punto 1, letra c, segundo inciso).


		5- Los acuerdos de suspensión de actos, cualquiera que sea el motivo de ésta (punto 1, letra d, primer inciso).


		6- Los acuerdos de adopción de medidas provisionales previstas en los arts. 72 y 136 de la citada Ley 30/1992 (punto 1, letra d, segundo inciso).


		7- Los acuerdos de aplicación de la tramitación de urgencia (punto 1, letra e, primer inciso).


		8- Los acuerdos de ampliación de plazos (punto 1, letra e, segundo inciso).


		9- Los que se dicten en el ejercicio de potestades discrecionales (punto 1, letra f, primer inciso).


		10- Los actos que ponen fin a los procedimientos selectivos (por ejemplo, oposiciones, concursos y calificaciones académicas) y de concurrencia competitiva (por ejemplo, adjudicaciones de contratos administrativos y de ayudas públicas) vienen siendo considerados por la posición mayoritaria de la jurisprudencia del Tribunal Supremo y del Tribunal Constitucional como manifestación de la denominada discrecionalidad técnica, equiparable para tal jurisprudencia a la discrecionalidad en sentido estricto.


		Respecto de estos últimos procedimientos, precisa la Ley 30/1992, en el punto 2 del mencionado art. 54, que, en tales casos, “la motivación se realizará de conformidad con lo que dispongan las normas que regulen sus convocatorias, debiendo, en todo caso, quedar acreditados en el procedimiento los fundamentos de la resolución que se adopte”. 


		11- Los que deban serlo en virtud de disposición legal o reglamentaria expresa (punto 1, letra f, segundo inciso).


		IV.- Clases de actos administrativos


		 Existen diversas clasificaciones, entre las cuales nosotros vamos a destacar las siguientes:


		A) Actos favorables, actos de gravamen y actos mixtos o de doble efecto.-


		 Se consideran actos favorables los que amplían las posibilidades jurídicas de los administrados y actos desfavorables o de gravamen los que restringen la esfera de actuación de ellos o limitan sus derechos e intereses legítimos.


		 Se consideran manifestaciones de los actos favorables las admisiones (actos que atribuyen un estatus jurídico, como los actos de adjudicación de plazas de concursos y oposiciones y sus consiguientes nombramientos); las concesiones (concesiones de servicios públicos y concesiones demaniales); las autorizaciones (como las licencias de obra); las aprobaciones; las dispensas; y el otorgamiento de ayudas públicas (como las subvenciones).


		 Son entendidos como actos de gravamen los actos que imponen sanciones administrativas (por ejemplo, los que imponen multas); las expropiaciones forzosas (privación singular de bienes, derechos e intereses patrimoniales legítimos); las órdenes preceptivas (como la fijación del horario comercial); y las prohibiciones (la prohibición del tránsito de vehículos por la vía pública).


		 Y la jurisprudencia de nuestro TS destaca también la existencia de actos mixtos o de doble efecto: favorable para unos y desfavorable para otros (por ej., SSTS de 8 de febrero de 2011, RJ 2011\1155, FJ 2.º, y de 9 de febrero de 2010, RJ 2010\1392, FJ 3.º).


		 La importancia de la distinción se refleja en los siguientes apartados.


		 1- Los actos favorables son irrevocables directamente por la Administración, salvo en el supuesto de que sean nulos de pleno derecho, en cuyo caso incluso deberá someterse tal revocación a los severos requisitos establecidos en el art. 102.1 de la Ley 30/1992. Cuando sean meramente anulables, la Administración sólo podrá revisarlos, previa interposición del recurso administrativo por sujeto legitimado para ello, o tendrá que impugnarlos ella misma ante la jurisdicción contencioso-administrativa, previa declaración de su lesividad para el interés público, en el plazo de cuatro años desde que fueron dictados. 


		 Por el contrario, los actos desfavorables o de gravamen sí que son revocables directamente por la Administración, siempre que dicha revocación no rebase los límites del art. 105.1 de la Ley 30/1992 (que tal revocación no constituya dispensa o exención no permitida por las leyes, o sea contraria al principio de igualdad, al interés público o al Ordenamiento jurídico).


		 Pero, en relación con los actos mixtos o de doble efecto citados, la jurisprudencia de nuestro TS ha declarado que no es posible la utilización de la revocación de oficio de actos desfavorables del art. 105.1 de la Ley 30/1992 (SSTS de 8 de febrero de 2011, RJ 2011\1155, FJ 2.º, y de 9 de febrero de 2010, RJ 2010\1392, FJ 3.º, entre otras).


		 2.- Los actos desfavorables o de gravamen no son susceptibles de aplicación retroactiva, por prohibirlo directamente el art. 9.3 CE. Sin embargo, los actos favorables sí que son susceptibles de aplicación retroactiva, aunque excepcionalmente, cuando se dicten en sustitución de otros anulados y, asimismo, cuando produzcan efectos favorables al interesado, siempre que los supuestos de hecho necesarios ya existieran en la fecha a la que se retrotraiga la eficacia del acto y ésta no lesione derechos o intereses legítimos de otras personas (art. 57.3 de la Ley 30/1992).


		 3.- Los actos desfavorables o de gravamen exigen siempre motivación (en el sentido formal de exigencia de exteriorización expresa de las razones de los mismos, como requiere explícitamente el art. 54.1, letra a, de la Ley 30/1992), mientras que no existe la misma exigencia general para los actos favorables (sin perjuicio de que puede exigirse puntualmente para algún grupo de los mismos, como es el caso de las subvenciones, la adjudicación de plazas en concursos y oposiciones, la adjudicación de contratos administrativos...).


		 4.- La falta de resolución expresa por parte de la Administración, en los procedimientos conducentes a actos favorables, tanto iniciados previa solicitud del interesado, como de oficio por la Administración, conduce a la figura del silencio administrativo (positivo o negativo, según los casos, como estudiaremos más adelante); mientras que la ausencia de resolución expresa de la entidad administrativa en los procedimientos conducentes a actos desfavorables o de gravamen da lugar a la caducidad del procedimiento.


		B) Actos que ponen fin al procedimiento administrativo (actos resolutorios o resoluciones) y actos que no ponen fin al procedimiento (actos de trámite). Actos definitivos.-


		 Se denominan “actos resolutorios” o “resoluciones” aquellos actos que ponen fin al procedimiento administrativo, tras culminarse el mismo. Y se califican como actos de trámite los demás actos del procedimiento que se producen en las distintas fases de éste y son instrumentales de los resolutorios.


		 La distinción es importante porque, en principio, sólo son impugnables de modo independiente, con carácter general, los actos resolutorios. Por el contrario, los actos de trámite únicamente pueden impugnarse de modo separado, cuando decidan directa o indirectamente el fondo del asunto; cuando determinen la imposibilidad de continuar el procedimiento; cuando produzcan indefensión; o cuando generen perjuicio irreparable para derechos e intereses legítimos (arts. 107.1 de la Ley 30/1992 y 25.1 de la LJCA). 


		 Estos últimos actos de trámite son llamados “actos de trámite cualificados” y los demás, no impugnables de forma independiente, se califican como “actos de trámite simples”. Respecto de los “simples”, indica el art. 107.1, segundo párrafo, de la Ley 30/1992, que la oposición a los mismos “podrá alegarse por los interesados para su consideración en la resolución que ponga fin al procedimiento”.


		 El sintagma “acto definitivo” incluido en los artículos 25.1 y 28 LJCA, según se deriva de la contraposición por el art. 25.1 LJCA entre actos definitivos y actos de trámite impugnables que enumera a continuación (los cualificados), se está refiriendo a los actos que ponen fin al procedimiento, una vez culminado el mismo, es decir, a los actos resolutorios o resoluciones (término, este último, que recoge el art. 107.1 de la Ley 30/1992, en su lugar). Algunos autores han querido incluir también en dicha locución “acto definitivo” el caso de los actos de trámite cualificados, pero ello conllevaría la aplicación del efecto de acto consentido no sólo a los resolutorios sino también a los actos de trámite cualificados, lo cual es excesivo, ya que respecto de estos no debe entenderse como obligatorio interponer el correspondiente recurso (el art. 107.1 dice “podrán interponerse” y cabe esperar a que se produzca el acto resolutorio o definitivo), sino tan sólo como posible, en beneficio del ciudadano afectado. Y, además, no es esto lo que se colige del citado art. 25.1 LJCA, que contrapone expresamente actos definitivos a los actos de trámite cualificados.


		C) Actos que ponen fin a la vía administrativa (que causan estado en la misma), frente a actos que no ponen fin a la vía administrativa.-


		 Ponen fin a la vía administrativa los actos dictados por aquellos órganos respecto a los cuales el Ordenamiento jurídico dispone tal circunstancia. Luego, para saberlo, tenemos que buscar aquellos preceptos del mismo que indican cuáles son esos órganos.


		 Debemos estar, con carácter general, para todas las Administraciones públicas, al art. 109 de la Ley 30/1992, que dice que “ponen fin a la vía administrativa: a) las resoluciones de los recursos de alzada; b) las resoluciones de los procedimientos de impugnación a que se refiere el art. 107.2 (de esta Ley); c) las resoluciones de los órganos administrativos que carezcan de superior jerárquico, salvo que una Ley establezca lo contrario; d) las demás resoluciones de órganos administrativos cuando una disposición legal o reglamentaria así lo establezca; y e) los acuerdos, pactos, convenios o contratos que tengan la consideración de finalizadores del procedimiento.


		 Después, en relación con la Administración General del Estado, la Disposición Adicional 15ª de la LOFAGE (Ley 6/1997) precisa los actos de qué órganos ponen fin a la vía administrativa. Dice concretamente que “ponen fin a la vía administrativa, salvo lo que pueda establecer una Ley especial, de acuerdo con lo dispuesto en las letras c) y d) del artículo 109 de la Ley 30/1992, los actos y resoluciones siguientes: 1. Los actos administrativos de los miembros y órganos del Gobierno; 2. En particular, en la Administración General del Estado: los emanados de los Ministros y los Secretarios de Estado en el ejercicio de las competencias que tienen atribuidas los órganos de los que son titulares; los emanados de los órganos directivos con nivel de Director general o superior, en relación con las competencias que tengan atribuidas en materia de personal; y 3. En los Organismos públicos adscritos a la Administración General del Estado: los emanados de los máximos órganos de dirección unipersonales o colegiados, de acuerdo con lo que establezcan sus estatutos, salvo que por Ley se establezca otra cosa”.


		 Con respecto a la Administración Local, el art. 52.2 de la LBRL (Ley 7/1985) indica que “ponen fin a la vía administrativa las resoluciones de los siguientes órganos y autoridades: a) las del Pleno, los Alcaldes o Presidentes y las Juntas de Gobierno, salvo en los casos excepcionales en que una Ley sectorial requiera la aprobación ulterior de la Administración del Estado o de la Comunidad Autónoma, o cuando proceda recurso ante éstas, en los supuestos del artículo 27.2; b) las de autoridades y órganos inferiores en los casos que resuelvan por delegación del Alcalde, del Presidente o de otro órgano cuyas resoluciones pongan fin a la vía administrativa; y c) las de cualquier otra autoridad u órgano cuando así lo establezca una disposición legal”.


		 En cuanto a la Administración de las Comunidades Autónomas, hay que estar a los diferentes preceptos de sus leyes reguladoras propias.


		 Y, en relación con las Universidades públicas, el art. 6 de la Ley Orgánica 6/2001, de Universidades (LOU), consigna que “las resoluciones del Rector y los acuerdos del Consejo Social, del Consejo de Gobierno y del Claustro Universitario, agotan la vía administrativa y serán impugnables directamente ante la jurisdicción contencioso-administrativa, de acuerdo con lo establecido en la Ley 30/1992”.


		D) Actos consentidos; actos firmes; actos reproducción de otros anteriores definitivos y firmes; y actos confirmatorios de acuerdos consentidos.-


		 -Acto consentido, como recoge el art. 28 LJCA, es aquel que no ha sido recurrido en tiempo y forma. 


		 Que no ha sido recurrido en tiempo significa que no se ha interpuesto el recurso procedente, administrativo o contencioso-administrativo, dentro del plazo previsto por el Ordenamiento jurídico. 


		 Y que no ha sido recurrido en forma supone que no lo ha sido a través del medio de impugnación procedente y adecuado (STS de 6 de abril de 1981, RJ 1981\1817, Cdo. 7.º, que lo condiciona a que no haya error provocado por la Administración al notificar). Si bien, en este punto, hay que tener en cuenta que el art. 110.2 de la Ley 30/1992 establece que “el error en la calificación del recurso por parte del recurrente no será obstáculo para su tramitación, siempre que se deduzca su verdadero carácter”.


		 -Acto firme es entendido en dos sentidos:


		 a) Aquel que no es susceptible de recurso ordinario por haber transcurrido el plazo para recurrir. Este es el sentido que recoge el art. 115.1, tercer párrafo, de la Ley 30/1992, con referencia al caso en que el acto es susceptible de recurso de alzada y el mismo no ha sido interpuesto en plazo. Por lo tanto, en este sentido es equivalente a acto consentido. Como también es el que mejor se acomoda al art. 28 LJCA que determina la inadmisibilidad de los que sean reproducción de otros anteriores que posean tal carácter. Y así lo destaca un sector importante de nuestra doctrina científica (J.L. VILLAR EZCURRA y J.L. VILLAR PALASÍ; J. GONZÁLEZ PÉREZ; J.R. PARADA VÁZQUEZ).


		 La firmeza en tal sentido puede recaer por no haberse interpuesto el recurso de alzada dentro de plazo (cuando se trata de actos que no habían agotado la vía administrativa y era procedente y obligatoria la interposición de tal recurso para poder llegar a la vía contencioso-administrativa), o por no haberse interpuesto recurso contencioso-administrativo dentro de plazo, una vez expedita dicha vía, o por no haber interpuesto los recursos posibles contra la sentencia contencioso-administrativa (distintos del recurso jurisdiccional extraordinario de revisión del art. 102 LJCA; p. ej. recurso de apelación o recurso de casación, en su caso), de modo que, en este último caso, habrá acto firme, por no poderse recurrir ya más mediante recursos ordinarios, y sentencia firme, por existir ya una sentencia judicial tampoco recurrible mediante recursos ordinarios. 


		 Pero, en este punto, se matiza que el acto no sea susceptible de recurso ordinario administrativo o contencioso-administrativo, por haberse agotado todos en vía contencioso-administrativa, se califica como cosa juzgada (J. GONZÁLEZ PÉREZ).


		 b) Aquel que no es susceptible de recurso, tanto por haber transcurrido el plazo para recurrir sin haberse interpuesto recurso, como por haberse interpuesto ya los recursos ordinarios posibles. Este es el sentido que se incorpora cuando la Ley 30/1992 habla de “firmeza del acto en vía administrativa” en los arts. 108 y 118.1 de la Ley 30/1992, al tenerse que aplicar en conjunción con el art. 115.3 de la misma Ley, que consigna que, contra la resolución de un recurso alzada, no cabe ya recurso administrativo, salvo el recurso administrativo extraordinario de revisión, pues en este último caso no hay falta de impugnación en plazo (que, en hipótesis, sí que puede haberse producido), sino inexistencia de recursos administrativos ordinarios posibles.


		 En conclusión, el concepto de actos firmes en vía administrativa de la Ley 30/1992, a los efectos de ser susceptibles eventualmente de recurso extraordinario de revisión en vía administrativa, incluye el segundo sentido indicado porque engloba: a) los supuestos de actos no susceptibles de ser recurridos ya, por no haber sido impugnados en alzada dentro de plazo, en dicha vía; b) los supuestos de actos no susceptibles de ser recurridos ya, por no haber sido interpuesto frente a ellos recurso contencioso-administrativo dentro de plazo; y c) los supuestos de actos que han sido recurridos en alzada dentro de plazo y se ha dictado resolución en dicho recurso de alzada (sin caber otro recurso ordinario en vía administrativa porque así expresamente se indica en el art. 115.3 de la Ley 30/1992), de modo que todavía se esté en plazo para interponer recurso contencioso-administrativo.


		 Sobre el concepto de actos firmes en vía contencioso-administrativa, cabrían, sin embargo, en principio, las dos acepciones atrás indicadas: a) como actos no susceptibles de ser recurridos ya, por no haber sido interpuesto recurso contencioso-administrativo dentro de plazo o recursos ulteriores dentro de dicha jurisdicción dentro de plazo, equivalente a actos consentidos, por no haberse producido tal impugnación en plazo; y b) como actos no susceptibles de ser recurridos ya, por haberse agotado todos los recursos administrativos y contencioso-administrativos posibles. Pero parece más adecuada la primera, para reservar el concepto de cosa juzgada a la segunda.


		 -Actos de reproducción de otros anteriores definitivos y firmes y actos confirmatorios de acuerdos consentidos.


		 Para la mayoría de la jurisprudencia y la doctrina, ambas figuras responden a la misma idea y sus respectivas locuciones se utilizan de forma indistinta. En ambos casos, nos encontramos con actos posteriores que vienen a ratificar lo establecido en actos anteriores que fueron consentidos.


		 Sin embargo, J.L. VILLAR EZCURRA y J.L. VILLAR PALASÍ distinguen entre las dos figuras destacando que existen matices diferenciadores entre las mismas. 


		 Los actos confirmatorios (de acuerdos consentidos) son actos que tienen sustantividad propia y que no vienen a reiterar el contenido del acto anterior consentido, sino que llevan a cabo una asunción implícita de dicho contenido. Es el caso de los actos de ejecución de otros anteriores (por ejemplo, una providencia de apremio –acto ejecutivo– respecto de una liquidación tributaria incumplida previa –acto declarativo previo–), que permiten una impugnación separada por ciertos motivos que afectan a tales actos ejecutivos exclusivamente y que no suponen una impugnación del contenido del acto declarativo previo. Y también es el caso de los denominados actos encadenados (por ejemplo, las bases de un concurso de un proceso selectivo de personal o de un contrato administrativo, respecto de los actos de adjudicación de las correspondientes plazas sometidas a selección o de los actos de adjudicación del correspondiente contrato administrativo), que pueden ser impugnados por motivos diferenciados, unos y otros, pero en los que la falta de impugnación de los primeros (las bases del concurso) impide después impugnar los últimos (la adjudicación de dicho concurso) por motivos atinentes a los primeros (tales bases).


		 Por el contrario, los actos reproducción (de otros anteriores definitivos y firmes) no tienen sustantividad propia y sí que reiteran expresamente el contenido del acto anterior. Se producen en procedimientos iniciados a instancia del propio interesado conducentes a actos susceptibles de producir efectos favorables (por ejemplo, iniciados por la solicitud de una licencia de obra). El caso típico se produce cuando, frente a la denegación de la solicitud y falta de impugnación en tiempo y forma de dicha denegación por el interesado, éste opta por presentar una segunda solicitud, reiteración de la anteriormente formulada, y la Administración reproduce su anterior acto denegatorio.


		 En cualquier caso, para que se aprecie inadmisibilidad por la impugnación de acto que se considere reiteración de otro anterior consentido o firme, se exigen las tres identidades requeridas para la concurrencia de litispendencia y de cosa juzgada, es decir, la igualdad de sujetos, objeto y causa de pedir (SSTS de 3 de marzo de 1981 ,RJ 1981\1170; 3 de octubre de 1989, RJ 1989\7215; 23 de julio de 1991, RJ 1991\6285; 12 de marzo de 2002, RJ 2002\2268; y 24 de abril de 2007, RJ 2007\3292, FJ 4), o expresado en otros términos, identidad de sujetos, pretensiones y fundamento (STS de 4 de abril de 1998, RJ 1998\3698). Y, además, se exigen los siguientes requisitos:


		 a) Que el pretendido acto consentido sea definitivo. Así lo requiere el art. 28 de la LJCA, al hablar de actos definitivos, y así lo aplica la jurisprudencia del Tribunal Supremo (SSTS de 28 de mayo de 1986, RJ 1986\4471, FJ 2; 28 de febrero de 1996, RJ 1996\1679, FJ 9; y de 26 de noviembre de 2001, RJ 2002\2056, FJ 9, entre otras). Y ya hemos visto que definitivo significa que se trate de acto resolutorio, es decir, que ponga fin al procedimiento, por interpretación conjunta de los arts. 25.1 LJCA (que contrapone actos definitivos a los actos de trámite cualificados) y 28 LJCA (que exige que se trate de actos definitivos). 


		 b) Que el pretendido acto consentido no sea nulo de pleno derecho. Así lo declara nuestro TS, en sus Sentencias de 4 de diciembre de 1983 (RJ 1983\6464, Cdo. 5.º); 26 de octubre de 2001 (RJ 2001\9208, FJ 3.º); y de 25 de junio de 2002 (RJ 2002\7065, FJ 2.º), entre otras. Y es que los actos nulos de pleno derecho no son susceptibles de convalidación por el paso del tiempo. Así lo recogen las SSTS de 8 de abril de 1995, RJ 1995\3228; 11 de julio de 2000, RJ 2000\5949, FJ 3.º; y de 23 de septiembre de 2003, RJ 2003\7789, FJ 10.º, que invocan el principio general de ineficacia insubsanable de los actos nulos de pleno derecho, con alusión a las conocidas máximas “quod nullum est, nullum producit effectum” y “quod ab initio vitiosum est, non potest tractu tempore convalescere”. Y, por eso, cabe ejercer contra ellos, en cualquier momento, la acción de nulidad vinculada a la revisión prevista en el art. 102.1 de la Ley 30/1992, aunque no se hayan interpuesto los recursos dentro de plazo, como en el citado precepto se precisa, en su inciso final. 


		 Pero hay que tener en cuenta a estos efectos que la ausencia de límite temporal opera sólo para la iniciación del procedimiento de revisión del art. 102.1 de la Ley 30/1992, utilizable por los ciudadanos mediante la presentación de solicitud ante la Administración autora del acto nulo de pleno derecho. Pero no es aducible tal imprescriptibilidad del plazo, según la jurisprudencia más persistente del TS, cuando, en lugar de presentar dicha solicitud, se han interpuesto los citados recursos administrativos y contencioso-administrativos fuera de plazo, en cuyo caso procede la declaración de inadmisibilidad de los mismos, por extemporaneidad. Como tampoco es esgrimible ya, cuando desestimada expresamente la solicitud de revisión de oficio por la Administración competente, se interpone el recurso contencioso-administrativo contra la misma fuera del plazo de 2 meses previsto en el art. 46.1 LJCA. Así, SSTS 13 de mayo de 1981, RJ 1981\2813; 26 de diciembre de 1984, RJ 1984\6731; 22 de diciembre de 1992, RJ 1992\9775; 11 de octubre de 1994, RJ 1994\7571; 18 de febrero de 1997; RJ 1997\1106; 7 de diciembre de 2000, RJ 2000\10269; 20 de abril de 2001, RJ 2001\4671; y 25 de junio de 2008, RJ 2008\6518, FJ 5.º.


		 No obstante, ha existido también otra dirección jurisprudencial (representada por las SSTS de 3 de marzo de 1979, RJ 1979\837, 18 de marzo de 1984, RJ 1984\2518; 22 de diciembre de 1986, RJ 1987\1557; 27 de febrero de 1991, RJ 1991\1394; 24 de octubre de 1994, RJ 1994\10116; 7 de noviembre de 1995, RJ 1995\8131; 20 de febrero de 1996, RJ 1996\1274; 1 de febrero de 1997, RJ 1997\743; 16 de diciembre de 1997, RJ 1998\251; y 11 de julio de 2000, RJ 2000\5949), según la cual prevalece la imprescriptibilidad de los supuestos de nulidad de pleno derecho y el enjuiciamiento preferente de estos vicios y no cabe declarar la inadmisibilidad del recurso, por lo que procede enjuiciar tales vicios, sin necesidad de reenviar al recurrente, previa inadmisión del recurso, al cauce establecido en el actual art. 102.1 de la Ley 30/1992 (la acción de nulidad), “cuando con posterioridad cabría de nuevo acudir a esta Jurisdicción, contra la decisión que se adoptase en vía administrativa”.


		 c) Que el pretendido acto consentido haya sido debidamente notificado o publicado, en su caso, pues, en el supuesto contrario, dicho acto no había comenzado a desplegar su eficacia. Así, rechaza expresamente el efecto de acto consentido por falta de notificación la STS de 13 de febrero de 1999 (RJ 1999\3015, FJ 9) o, por notificación no producida conforme a Derecho, la STS de 3 de junio de 2002 (RJ 2002\9016, RJ 3.º), que destaca expresamente que no corren los plazos si el acto administrativo está mal notificado y, desde luego, si ni siquiera lo ha sido. Y en el mismo sentido se muestra la STS de 31 de mayo de 2007 (RJ 2007\5040, FJ 3), entre muchas otras.


		 d) Que el pretendido acto consentido no sea una mera denegación presunta por silencio administrativo negativo (SSTS de 3 de julio de 1978, RJ 1978\2597; 25 de enero de 1983, RJ 1983\308; y 4 de abril de 1998, RJ 1998\3698). Como, asimismo, ha destacado la jurisprudencia del TS que, en relación con dicho silencio, hay que considerar no sólo la falta de resolución expresa dentro de plazo, sino también la falta de notificación de ésta, dentro de ese mismo plazo, según el art. 42.1 de la Ley 30/1992 (STS de de 23 de febrero de 2004, RJ 2004\2489, FJ 6.º.a.2, que invoca, a su vez, las SSTS de 22 de diciembre de 1988, RJ 1988 10143; 16 de marzo de 1992, RJ 1992\2948; y 18 de marzo de 1995, RJ 1995\2501). Y es que hay que tener en cuenta, además, que, en situaciones de silencio administrativo negativo, ha interpretado el Tribunal Constitucional, en múltiples sentencias, que debe considerarse permanentemente abierto el plazo para interponer los correspondientes recursos (SSTC 14/2006; 39/2006; 175/2006; y 40/2007, FJ 3, entre otras).


		 e) Que no se trate de actos de tracto sucesivo de aplicación singularizada y reiterada, como es el caso de pago de haberes a funcionarios mediante nóminas, que remuneran servicios prestados en distinto tiempo y que pueden incluir distintas características. Así se recoge en SSTS de 22 de julio de 1986, RJ 1986\5545, FJ 2.º, y 28 de diciembre de 1988, RJ 1988\10262, RJ 6.º.


		E) Actos reglados y actos discrecionales.


		 Son los que se dictan en ejercicio de potestad de regladas y potestades discrecionales, respectivamente. Por ello hacemos remisión a aquella parte del Programa en la que estudiamos dichas potestades.


		F) Actos individuales o singulares; plurales o generales; y plúrimos, según el destinatario de los mismos.


		 Actos singulares o individuales son aquellos que tienen un único destinatario (por ejemplo, acto de otorgamiento de licencia de obra). Actos plurales o generales son aquellos que van dirigidos a un número indeterminado de personas (por ejemplo, una convocatoria de oposición o una convocatoria de procedimiento de adjudicación de contratos administrativos en procedimiento abierto). Y actos plúrimos son aquellos otros dirigidos a una pluralidad determinada de personas (acto por el que se recoge la lista de admitidos en una oposición, el acto por el que se consigna la lista de aprobados en la misma o el acto de nombramiento de los aprobados en dicho procedimiento selectivo; así como el acto de adjudicación del procedimiento contractual administrativo).


		 La relevancia de esta distinción entre actos administrativos se manifiesta en lo atinente a la exigencia de su notificación o publicación, respectivamente, que analizaremos más adelante, en la lección correspondiente a la eficacia de los actos administrativos (Lección 3).


		G) Actos expresos; actos implícitos o tácitos; actos presuntos (en virtud de silencio administrativo positivo); y mera presunción de denegación de solicitudes (en virtud de silencio administrativo negativo).


		 Los actos administrativos expresos son aquellos que manifiestan explícitamente la declaración intelectual de la Administración autora del acto.


		 Los actos implícitos o tácitos son aquellos que no manifiestan explícitamente tal declaración intelectual, sino que se exteriorizan por hechos concluyentes (facta concludentia). Un ejemplo de los mismos es el recogido por la STC 160/1991 en un caso en el cual se produce una expropiación de facto, porque las máquinas del contratista invaden las fincas de los ciudadanos y realizan trabajos en las mismas para los fines de la expropiación, por orden de la Administración expropiante, pero sin existir acto expropiatorio expreso (por no haberse levantado acta de pago o de depósito previo y acta de ocupación). Otros ejemplos los tenemos en la jurisprudencia del TS (así, en las SSTS de 1 de octubre de 1986, RJ 1986\6405, FJ 8.º, y de 30 de septiembre de 1996, RJ 1996\6531, FJ 3, párrafo 6, entre otras).


		 Los actos presuntos (en virtud de silencio administrativo positivo) y la mera presunción de desestimación de solicitudes (en virtud de silencio administrativo negativo) los estudiamos a continuación, al analizar la figura del silencio administrativo.


		V.- El silencio administrativo


		 Para entender el significado del silencio administrativo, hay que partir de la previsión por nuestro Ordenamiento jurídico de que la Administración tiene el deber jurídico de resolver expresamente en los procedimientos administrativos iniciados y de notificar lo resuelto en ellos a los interesados en el mismo y, además, todo esto, dentro del plazo prefijado por dicho Ordenamiento. 


		 Como también debe resaltarse, desde el primer momento, que dicho silencio no constituye una facultad de la Administración, como opción frente a la resolución expresa, sino que se establece como una garantía de los ciudadanos, ante la eventualidad de que la Administración incumpla con los deberes citados (de resolución expresa dentro del plazo fijado), dando un valor positivo o negativo a tal silencio, según los casos que estudiaremos en el presente epígrafe.


		 A) La obligación por parte de la Administración de resolver expresamente y de notificar lo resuelto opera en todos los procedimientos iniciados de oficio o previa solicitud de parte interesada, con la salvedad de aquellos que terminan por pacto o convenio (por ejemplo, en los procedimientos expropiatorios que terminan con convenio de mutuo acuerdo) o aquellos otros relativos al ejercicio de derechos sometidos únicamente al deber de comunicación previa a la Administración (por ejemplo, en los procedimientos concernientes al ejercicio del derecho de manifestación o reunión en lugares de tránsito público, respecto del cual el art. 21.2 CE sólo exige la comunicación previa a la Administración competente).


		 Y se mantiene tal obligación incluso en los procedimientos en los que incida prescripción de las pretensiones, caducidad del procedimiento, renuncia del derecho, desistimiento de la solicitud o desaparición sobrevenida del objeto del procedimiento. En estos casos, la resolución expresa consistirá en la declaración de que concurre o se ha producido alguna de las anteriores circunstancias, con indicación de los hechos concurrentes y de las normas aplicables.


		 B) En cuanto al plazo para resolver y notificar lo resuelto, es el fijado en cada caso por el Ordenamiento jurídico (así, en el procedimiento general para la exigencia de responsabilidad patrimonial es de 6 meses, más el otorgado al período extraordinario de prueba, por establecerlo el art. 13 del Real Decreto 429/1993; en el procedimiento abreviado para la misma finalidad, es de 30 días, por disponerlo el art. 17 del mismo Real Decreto; y, en el procedimiento administrativo de deslinde de bienes inmuebles públicos, es de 18 meses, por consignarlo de tal modo el art. 52, letra e, de la Ley 33/2003, del Patrimonio de las Administraciones Públicas).


		 Lo que ocurre es que, si el plazo es fijado por una norma reglamentaria, dicho plazo no podrá exceder de 6 meses (véanse los fijados por el Real Decreto 429/1993 citado). Pero, si se establece por norma de la Unión Europea o norma española con rango de Ley, sí que puede establecerse un plazo mayor (véase el establecido por la Ley 33/2003 citada).


		 Y si ninguna norma del Ordenamiento jurídico ha establecido expresamente el plazo, entonces regirá como plazo por defecto el de 3 meses (art. 42.3 Ley 30/1992).


		 En cualquier caso, hay que indicar que la fecha inicial de cómputo del plazo será: a) en los procedimientos iniciados previa solicitud del interesado, la de entrada en el registro del órgano competente para la tramitación de la solicitud, no la fecha de presentación en cualquier tipo de registro; y b) en los procedimientos iniciados de oficio, la fecha del acuerdo de iniciación por parte de la Administración.


		 Es obligación de las Administraciones públicas publicar la relación de procedimientos que se tramitan ante las mismas, con indicación de los plazos máximos para resolver y notificar en los mismos, así como de los efectos del silencio administrativo en ellos. Como también es su obligación mantener actualizada dicha relación.


		 Además, tienen las Administraciones la obligación de informar a los interesados en un procedimiento concreto del plazo máximo para resolver en los mismos y notificar la correspondiente resolución. En los procedimientos iniciados de oficio, ello se llevará a cabo en la notificación o publicación del acuerdo de iniciación de oficio. En los procedimientos iniciados previa solicitud del interesado, tal extremo se incluirá en la comunicación que se dirigirá a tal efecto a los interesados, dentro de los 10 días siguientes a la recepción de su solicitud en el Registro del órgano competente para la tramitación de dicho procedimiento. Y, en dicha comunicación, se indicará además la fecha en que ha sido recibida la solicitud por tal órgano.


		 C) No obstante lo anterior, se contempla la suspensión del citado plazo máximo para resolver y notificar, en los supuestos enumerados en el art. 42.5 de la Ley 30/1992.


		a) Cuando deba requerirse a cualquier interesado para la subsanación de deficiencias y la aportación de documentos y otros elementos de juicio necesarios, por el tiempo que medie entre la notificación del requerimiento y su efectivo cumplimiento por el destinatario, o, en su defecto, el transcurso del plazo concedido.


		b) Cuando deba obtenerse un pronunciamiento previo y preceptivo de un órgano de las Comunidades Europeas, por el tiempo que medie entre la petición, que habrá de comunicarse a los interesados, y la notificación del pronunciamiento a la Administración instructora, que también deberá serles comunicada.


		c) Cuando deban solicitarse informes a órgano de la misma o distinta Administración que sean preceptivos y determinantes del contenido de la resolución, por el tiempo que medie entre la petición, que deberá comunicarse a los interesados, y la recepción del informe, que igualmente deberá ser comunicada a los mismos. Este plazo de suspensión no podrá exceder en ningún caso de tres meses.


		d) Cuando deban realizarse pruebas técnicas o análisis contradictorios o dirimentes propuestos por los interesados, durante el tiempo necesario para la incorporación de los resultados al expediente.


		e) Cuando se inicien negociaciones con vistas a la conclusión de un pacto o convenio en los términos previstos en el art. 88 de la Ley 30/1992 de esta Ley, desde la declaración formal al respecto y hasta la conclusión sin efecto, en su caso, de las referidas negociaciones, que se constatará mediante declaración formulada por la Administración o los interesados.
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